INFORME SOBRE EL PLAN HIDROLÓGICO NACIONAL 2000. 

CONSIDERACIONES PREVIAS

La gestión de las aguas continentales en España, tanto subterráneas como superficiales, está regulada por la Ley de Aguas de 1985, que establece que el agua es un bien público que debe estar disponible en la cantidad y calidad necesaria. La Ley indica que esta disponibilidad debe lograrse:

“sin degradar el medio ambiente (…), minimizando costes socioeconómicos y con una equitativa asignación de cargas generadas en el proceso, lo que exige una previa planificación hidrológica y la existencia de unas instituciones adecuadas para la eficaz administración del recurso”

El artículo 38 de la Ley establece que:

“La Planificación se hará mediante los Planes Hidrológicos de Cuenca y el Plan Hidrológico Nacional”

La Ley establece en el artículo 40 que los Planes de Cuenca, base del Plan Hidrológico Nacional (en adelante PHN), regularán, entre otras cosas, la conservación de recursos para el medio natural, la ordenación de los vertidos, las normas sobre mejoras en el aprovechamiento de los recursos, los planes hidrológico-forestales, los criterios para evitar daños por inundaciones…Pero en 15 años apenas se ha avanzado en la resolución de los retos del agua en la España de los años 80. Por el contrario, muchos problemas se han agravado, sin que se haya utilizado suficientemente la potente herramienta legal que supone la Ley de Aguas:

· Han continuado los problemas de abastecimiento a muchas ciudades españolas. 

· Más del 75% del agua consumida en España sigue sin pasar por contador (pese a que, reiteradamente, se le atribuye el calificativo de “bien escaso”), lo que favorece un uso desmesurado e irresponsable. Las actuales conducciones tienen pérdidas que superan con frecuencia el 40-50%.

· Continúa la degradación de la calidad de las aguas continentales, lo cual afecta tanto al suministro de boca como a los espacios naturales asociados al agua (humedales, riberas, sotos, etc.) Más del 60% del agua de los ríos españoles no es apta para el consumo humano. El llamado “canon de vertido” no ha recaudado ni la cuarta parte de lo previsto. 

· Continúa la sobreexplotación de muchos acuíferos subterráneos en el Levante español, generando un desarrollo insostenible que ahora se pretende solucionar con los trasvases. A este respecto cabe destacar la afirmación del propio PHN que dice que en la Cuenca del Segura “los usos actuales son insostenibles”. Por otro lado, las “Comunidades de Usuarios”, pensadas para ordenar la explotación de las aguas subterráneas, apenas se han constituido.

· Se ha continuado la invasión del Dominio Público Hidráulico, lo que ha sido factor decisivo en avenidas catastróficas que se producen reiterademente en los mismos lugares. En Biescas, en 1997, murieron 87 personas que se alojaban en un “camping” construido en una zona inundable.

El Ministerio de Medio Ambiente español ha presentado en el año 2000 un proyecto de PHN en el que se propone la solución de algunos de los problemas antedichos mediante el trasvase de 1.050 hm3/año desde la Cuenca del Ebro al llamado “Arco Mediterráneo”. Para justificar esta obra, el PHN no expone objetivos ni hace un diagnóstico de la situación y problemas actuales, aspectos previos ineludibles para poder definir una política acorde con los objetivos. En particular no se profundiza en las medidas necesarias para garantizar la protección de los recursos hídricos y su entorno: calidad de las aguas, ordenación de vertidos, protección de acuíferos y masas de agua, prevención de inundaciones, etc.

Se trata de un proyecto de tal magnitud que requiere un debate social profundo, más allá de los “Consejos del Agua”, pues en ellos dominan los intereses de Administración y usuarios “activos” (compañías hidroeléctricas, comunidades de regantes, etc.) frente a los usuarios “pasivos”. 

LOS ANTECEDENTES DEL PHN

El PHN describe los antecedentes en Planificación Hidráulica española, pero no realiza un análisis crítico, ni un análisis comparado con la situación de otros países con problemáticas similares. En concreto, el PHN no aporta una visión crítica de lo ocurrido con el trasvase Tajo-Segura, concebido en 1933 para trasvasar 1000 hm3, pero que en realidad no ha aportado más que 350 hm3. Las expectativas creadas supusieron una masiva puesta en regadío que ha generado una demanda permanentemente insatisfecha, fruto de un crecimiento desordenado..

También hay que recordar que en 1973 se concibió un trasvase Ebro-Barcelona, basado en la urgente necesidad de llevar 1.400 hm3 si se quería evitar un caos que llegaría a principios de los 80. El trasvase no se hizo y el caos no legó. En el Proyecto de Plan Hidrológico presentado 1993 el área de Barcelona ya sólo necesitaba  475 hm3, mientras que el actual PHN ha reducido la cifra a 190 hm3 para toda Cataluña (excepto la zona del Ebro). De la misma manera, el Júcar “necesitaba” 805 hm3 en 1993 que se han reducido a 315 hm3 en el año 2000. Todo parece indicar que bastaría una moratoria de 5 ó 10 años para que las supuestas necesidades de trasvases quedaran reducidas a cero.

LA FILOSOFÍA DEL PHN

El PHN se fundamenta en conceptos de dudosa validez temporal, apelando a la necesidad de ejecutar proyectos de 1920 y 1930, sin analizar si esas “aspiraciones de antaño” están vigentes en la España del año 2.000. Por el contrario, no se analiza con rigor la realidad hidrológica actual, abordando los graves problemas de contaminación, derroche o desabastecimiento. 

Además, el PHN no está avalado por una doctrina científica consistente.  Argumentos como el que “hay cuencas excedentarias en agua, mientras que otras son deficitarias”, son inéditos en la literatura científica internacional, por más que el PHN se esfuerce en defenderlos con afirmaciones como la de que la Cuenca del Ebro tiene “excedentes indiscutibles”.
Asimismo, el PHN choca con la Directiva Marco del Agua de la Unión Europea, que establece la Unidad de Cuenca como uno de los pilares de la planificación hidráulica. Además, dicha Directiva enfatiza sobre las funciones sociales y ambientales del agua, mientras que el PHN sólo considera los aspectos ambientales de una forma marginal y poco rigurosa, infravalorando los usos no productivos del agua cuyas connotaciones sociales, culturales, emocionales y estéticas son evidentes. En definitiva, el PHN no contiene las medidas necesarias para adaptarse a los objetivos de la Directiva.

El PHN tampoco respeta las recomendaciones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo y su documento de estrategia global (Agenda 21) adoptado el 14 de junio de 1992 en Río de Janeiro, que entre sus objetivos destaca la protección de los ecosistemas. De la misma forma incumple los objetivos del V Programa de la U. E. “Programa comunitario de política y actuación en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible” que entre sus objetivos plantea la necesidad de establecer “un equilibrio entre la demanda de agua y su disponibilidad”.

LA POLÍTICA TERRITORIAL Y EL PHN

El PHN no presenta unas directrices de política territorial, indispensables si se pretende que la planificación hidrológica sea un instrumento al servicio del desarrollo armónico de todo el territorio nacional. En este sentido, consideramos que la exclusión de las Comunidades Autónomas en los órganos de gestión de los trasvases, es totalmente rechazable, máxime cuando ya se detectan  enfrentamientos sociales entre ciudadanos e instituciones de unas Comunidades Autónomas frente a otras, lo que –según algunos analistas- está contribuyendo a la desestructuración del Estado.

Para que el PHN tenga una dimensión realmente nacional debería llevar a cabo un análisis global e integrado de los distintos Planes de Cuenca, que aúne criterios en los modelos de gestión. En este sentido llama la atención el énfasis que se pone en las medidas de ahorro, reutilización, etc. a adoptar en la Cuenca del Segura y la generalidad con la que se mencionan estas medidas en las llamadas “cuencas excedentarias”. Tampoco se especifican claramente los horizontes temporales que se están considerando en la planificación, lo que conduce a que la mitad de las infraestructuras contempladas por el PHN se refieren a obras ya iniciadas (o incluso terminadas) o meras obras de conservación que no tienen cabida en un Plan de Infraestructuras.

El PHN, en su faceta de planificación territorial, se encuentra desprovisto del único procedimiento administrativo que puede valorar los impactos que se pueden generar y concluir su viabilidad ambiental: la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA). En un futuro próximo, las evaluaciones ambientales estratégicas de planes y programas serán de obligado cumplimiento, ya que en el ámbito comunitario existe una propuesta de Directiva presentada por la Comisión el 25 de marzo de 1997 (Documento 596PCO511) sobre la que el pasado día 30 de marzo de 2000 se adoptó la posición común (Documento 500PCO5685) en la que se apuesta por las políticas de prevención ambiental, considerando a la fase de planificación la más adecuada para la aplicación de exclusiones iniciales de determinadas actuaciones o el desarrollo de medidas correctoras, protectoras o compensatorias, frente a la actual política de incorporar la EIA en fase de proyecto, cuando en muchos casos es de gran dificultad corregir impactos críticos que sólo conllevan a denegar actuaciones que en ocasiones se deberían haber descartado con anterioridad.

El Real Decreto-Ley 9/2000 de 6 de octubre, de modificación del RDL 1302/1986 de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, recoge los trasvases de más de 100 hm3/año dentro de los supuestos obligados a cumplir el procedimiento de EIA.  La EIA debe abordarse globalmente y no mediante estudios parciales, debiendo obtenerse una Declaración de Impacto Ambiental  conjunta que determine, “a los solos efectos ambientales, la conveniencia o no de realizar el proyecto” (Art. 18 RD1131/1988), en este caso el trasvase del Ebro.

Pese a no existir una EIA, el PHN afirma que “no se prevén efectos socioeconómicos y territoriales” derivados de los trasvases. Se considera que la condición de “cuenca excedentaria”  permite disponer de hipotéticos “sobrantes”, como si el agua y los ríos, que son un bien natural, se pudieran manipular al antojo del planificador. En la misma línea de razonamiento podríamos pretender que en Italia, por ejemplo, “sobran monumentos” que deben ser trasvasados a zonas “deficitarias”. 

Entendemos que el PHN refuerza un modelo de desarrollo territorial desequilibrado e insolidario, fomentando la transferencia de recursos desde el interior despoblado hacia el pujante arco Mediterráneo. Paradójicamente se apela a una “solidaridad” hídrica desde un interior pobre hacia una periferia más desarrollada. 

Lo cierto es que el PHN legaliza la expulsión de los habitantes de varios pueblos de zonas de montaña, tanto de forma directa (localidades como Erés quedarían sepultadas bajo las aguas del embalse de Biscarrués) como indirecta (la inundación de tierras y los riesgos geológicos contribuirán al abandono de muchos habitantes de pueblos como Sigüés o Santaliestra) Es preciso recordar el alto precio que ya ha pagado el Pirineo, que ha perdido algunos de sus mejores valles para satisfacer necesidades de otros lugares alejados. Decenas de miles de personas han sido desplazadas de sus viviendas por culpa de los grandes embalses, lo que ha contribuido a que el Pirineo Aragonés tenga el récord europeo de pueblos abandonados, con unos 300 núcleos deshabitados.

Hay que destacar que el PHN sólo hace referencias territoriales a España, olvidando que pertenecemos a un marco económico e institucional más amplio. El ejemplo más patente es el de la Agricultura, cuya supervivencia está condicionada a las subvenciones de la Unión Europea. Pero incluso es preciso hacer referencia a países terceros no europeos, dadas las actuales tendencias globalizantes de la actividad económica.

EL PHN Y EL TRASVASE DEL EBRO

El núcleo del PHN se reduce a la justificación del trasvase del Ebro hacia el Levante, mientras que los demás aspectos de la planificación hidráulica se abordan con generalidades. En cambio, sí que se detalla, estructura y cuantifica lo relacionado con trasvases y embalses.

Así, el PHN realiza un gran esfuerzo por demostrar los grandes “excedentes” del Ebro, minimizando los posibles efectos del cambio climático. Se pretende que la disminución de aportaciones del río Ebro se explica exclusivamente por el aumento de superficie regada. Para ello, el PHN presenta unas series pluviométricas que analiza con gran profusión estadística para concluir que no se observa disminución de precipitaciones en las distintas estaciones de la Cuenca. Para conseguir los resultados deseados se prescinde de la primera parte de las series lo que resulta, cuando menos, discutible. Además se parte de dos errores básicos de concepto:

· No se tiene en cuenta el aumento –constatado- de las temperaturas medias, lo que provoca un aumento de la evapotranspiración y, por tanto, un balance hídrico más desfavorable.

· Las estaciones consideradas no son representativas, pues todas (menos Pamplona) corresponden a zonas áridas o subáridas de la Cuenca; sin superávit hídrico y que, por tanto, son irrelevantes a la hora de asociarlas a caudales. La única que se aproxima a las condiciones de cabecera es Pamplona que, precisamente, sí presenta una tendencia manifiesta de disminución reconocida por el PHN

Todo hace sospechar una intención a priori de justificar el trasvase del Ebro excluyendo otras alternativas. Se infravalora la capacidad de regulación del Duero rechazándolo mediante unas argumentaciones demasiado simples que contrastan con la exhaustividad con la que se justifica el trasvase desde el Ebro. En la misma línea no se analiza con profundidad el papel futuro del trasvase Tajo-Segura, introduciendo la posibilidad de incorporar al mismo recursos del Duero.

Uno de los argumentos para invalidar la opción del Duero es la afección que supone construir un embalse, mientras que no se cuestionan las afecciones de los grandes embalses del Pirineo. 

Desde el punto de vista conceptual, el PHN justifica la necesidad de los trasvases con frases genéricas como la de que si no se hace el trasvase, la “escasez de agua generará a corto y medio plazo, importantes efectos negativos sobre la economía, la población, el empleo y el medio ambiente”. Pero no se hace un análisis lógico e integrado de las necesidades de agua de cada Cuenca; análisis que es sustituido por una utilización abusiva de técnicas de modelización matemática que ofrecen una falsa imagen de rigor y objetividad. En realidad lo que debería ser una simple herramienta de trabajo acaba convirtiéndose en la esencia del propio estudio, de modo que el trasvase acaba justificándose como una operación matemática aséptica que resulta de la aplicación ciega de un modelo de optimización.

La prolijidad técnica facilita la manipulación tendenciosa de los datos originales. La inexistencia de un documento claro que presente de una forma sencilla los objetivos, los datos manejados, los procesos desarrollados y los resultados obtenidos, genera una gran incertidumbre y confusión. 

LA  ESTIMACIÓN DE LA DEMANDA Y DE LOS “DÉFICITS”

El PHN supone una absoluta rigidez de la curva de demanda del agua urbana, con reducciones máximas del 10% al multiplicar por diez el precio del agua. La inflexibilidad es absolutamente falsa, ya que se ha demostrado en múltiples ocasiones que pueden realizarse reducciones muy significativas de las dotaciones con políticas de gestión apropiadas.

No se cuestiona si las demandas son adecuadas y que se han generado bajo expectativas de precio subvencionado, muy por debajo de su coste real. No se analizan posibles actividades alternativas de menor consumo, ni tampoco se tiene en cuenta que un alto porcentaje de los regadíos que se quieren consolidar en Levante son ilegales. Es significativo recordar que, por ejemplo, la superficie ya regada en la Cuenca del Guadalquivir es superior a la prevista por su Plan de Cuenca para el horizonte a 20 años, existiendo situaciones parecidas en otras zonas como Almería, Huelva, Murcia, etc.

Sobre la distribución de las demandas, según el PHN, el 44% del agua trasvasada (462 hm3) se destinaría a consumos urbanos, lo que supone un volumen suficiente para abastecer una población de unos 4-5 millones de habitantes que vivan permanentemente o, lo que es lo mismo, unos 16-20 millones de habitantes estacionales durante los 3 meses del verano. Si se considera unas dotaciones coherentes con una política de ahorro urbano y renovación de redes, más la incorporación de recursos que hoy se dilapidan, la cifra de habitantes abastecidos podría duplicarse. 

Sin embargo las demandas urbanas no pueden ni deben crecer (hay pérdidas en conducciones de hasta el 50%, derroches, el agua apenas se reutiliza, la población local no crece…) El propio PHN reconoce que “el consumo de agua  en España está estabilizado” para luego decir, en clara contradicción, que “la evolución prevista de la demanda de abastecimiento de poblaciones prevista a medio (año 2005) y largo plazo (año 2015) representa incrementos globales del 15% y del 36% con respecto a los datos de 1995”. Lo cierto es que las dotaciones no tienden a aumentar sino a disminuir, como ocurrió en los años 90 como consecuencia de la moderación de la demanda derivada de la sequía, “las medidas de ahorro y la reducción de fugas”, tal y como admite el PHN. En cuanto al hipotético aumento de población estacional por turismo es preciso plantearse la conveniencia de agravar aún más el problema de saturación y degradación que sufre gran parte de la costa mediterránea en la actualidad.

El 56% restante del agua trasvasada se destinaría a consumos agrícolas, sin que medie una demanda razonada por parte del Ministerio de Agricultura y ajustada al Plan Nacional de Regadíos (PNR). Al contrario, el PNR establece la creación de unas 200.000 nuevas hectáreas de regadío, mientras que el PHN, dando por buenos los diversos Planes de Cuenca, parte de la hipótesis de que se crearán 1 millón de hectáreas, 5 veces más de lo que establece el PNR. Las limitaciones impuestas por el PNR son lógicas desde el momento que la agricultura europea (en gran medida excedentaria) sobrevive gracias a las subvenciones. 

Por otro lado, el PHN no establece qué superficies han de consolidarse, modernizarse o dotarse adecuadamente de agua ni qué nuevos regadíos son viables en cada territorio.

El PHN plantea los presuntos “déficits” de una forma sesgada, de manera que no se describe un panorama global de las políticas de ahorro, reutilización, desalación, utilización conjunta de aguas superficiales y subterráneas, etc. que supuestamente se han adoptado y que, pese a todo resultarían insuficientes en las llamadas “cuencas deficitarias”.  En general se infravaloran las posibilidades de desalación y reutilización en la franja litoral mediterránea, así como las de ahorro en el Júcar y Cuencas Internas de Cataluña.

En las llamadas “cuencas excedentarias” ni siquiera se analizan estas medidas, hasta el punto de que el PHN incluso proclama que en éstas “no considera los elementos de regulación subterránea”. Se aplica, por tanto, un “doble rasero”  que sólo se explica por la necesidad que tiene el PHN de incorporar los grandes embalses pirenaicos que hacen posible el trasvase. Si se promoviera en el Ebro la misma política de ahorro y consumo racional que se pretende para el Segura, podría llegarse a la conclusión de que esos grandes embalses del Pirineo no son necesarios; conclusión que podría resultar muy incómoda para las verdaderas intenciones del PHN.

VALORACIONES AMBIENTALES DEL PHN

Según el PHN “la explotación del agua supone (…) la modificación de su régimen natural y la degradación de su calidad. Estas actuaciones no suponen necesariamente consecuencias negativas para el medio ambiente”
En esta línea, el PHN asegura que en el trasvase del Ebro “no parecen existir problemas medioambientales”, aunque se reconoce que se está pendiente de una Evaluación de Impacto Ambiental. Incluso se afirma que los trasvases no sólo no afectan al medio ambiente sino se hacen también por “necesidades ecológicas” como medio de “reequilibrio”. Así, se acepta el problema de la sobreexplotación de acuíferos en el Levante como una fatalidad y, en vez de cargar las responsabilidades hacia quienes lo han creado, se desvía la atención a proyectos como el trasvase que no harán sino generar nuevos problemas ambientales. 

Todo ello da una idea de la visión reduccionista que el PHN tiene del Medio Ambiente, al considerar que basta circunvalar un espacio protegido para que no sea preciso tener en cuenta afección alguna. Una visión simplista que no ve valores más que en los espacios legalmente protegidos o en los listados de especies amenazadas, olvidando que estos reconocimientos legales son un fenómeno reciente, sin que ello quiere decir que antes no existiera su alto valor natural.

El PHN no se plantea como objetivo básico la calidad ambiental de todas las masas de agua, superficiales o subterráneas, lo cual debería ser el auténtico objetivo no sólo del apartado referido a Análisis Ambientales sino del propio Plan. Tampoco se plantea la salud de los ecosistemas ribereños que se verían afectados por la desnaturalización del régimen fluvial. 

Lo cierto es que el trasvase generaría importantes afecciones medioambientales, muchas de carácter irreversible:
· El PHN tiene previstos más de 100 embalses repartidos por toda España. Los más significativos son los que se ubicarían en el Pirineo Aragonés y que acabarían con algunos de los últimos tramos vírgenes de los ríos pirenaicos. La función de embalses como Yesa,  Biscarrués,  Santaliestra sería la de regular el agua necesaria para los trasvases, pese a que el PHN no lo asume, alegando que se trasvasará el agua desde el embalse de Mequinenza. Sin embargo, en la descripción de los costes imputables a la detracción de caudales del Ebro se valoran como nulas las afecciones energéticas, lo que significa que la regulación necesaria de la demanda de caudales no se realiza en Mequinenza, cuyo uso hidroeléctrico es esencial, ni en ningún embalse aguas arriba de los existentes. 

· El trasvase y sus regulaciones asociadas acelerarían el proceso de degradación que sufre el Delta del Ebro por disminución de sedimentos y por la intrusión de la cuña salina asociada. El Plan de Cuenca prevé 32 embalses y 487.358 hectáreas de nuevos regadíos y canalizaciones.
· Durante el transporte del agua hacia el Levante se atravesarían diversos espacios naturales, incluyendo Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPAs) y Lugares de Interés Comunitario (LICs). 

Hay que destacar que el PHN no hace un diagnóstico integrador de la situación medioambiental de las diferentes cuencas hidrográficas. No se considera la matriz íntegra de las variables ambientales, sus relaciones, mecanismos reguladores y efectos sinérgicos, lo que impide el diseño de un proyecto ejecutivo (infraestructuras y medidas no estructurales) con garantías. Aún así, cualquier planificación ambiental está sometida a un considerable grado de incertidumbre, por lo que es preciso apostar por intervenciones flexibles y fácilmente reversibles frente al sistema rígido e irreversible que supone el trasvase.

ANÁLISIS ECONÓMICOS DEL PHN

El PHN está presupuestado en 3 billones de pesetas, sin contar los trasvases. Sin embargo, la inversión del conjunto de los Planes de Cuenca es de 9 billones Los costes reales, incluyendo trasvases superarían con creces los 10 billones de pesetas (6.000 millones de euros), lo que equivale a un gasto superior a 1 millón de pesetas por cada familia española. 

Las asignaciones presupuestarias para actuaciones que no impliquen obra pública son muy escasas. En el caso de Aragón, las partidas relacionadas con a) Saneamientos y depuración, b) Acondicionamiento de cauces y prevención de avenidas, c) Restitución hidrológico forestal y d) Control y calidad de aguas superficiales y subterráneas apenas suponen en conjunto el 6% del total de los presupuestos asignados por el PHN para Aragón (sin contar trasvases) mientras que el 94% iría destinado a regulaciones y otras obras. 

Para justificar estos embalses, el PHN argumenta que en Aragón va a producirse un aumento del consumo en 3.400 hm3/año (más del 60% de incremento sobre los niveles actuales) lo cual no parece plausible.

Por otro lado no se establecen plazos ni medios de financiación ni que agentes sociales y económicos van a ejecutar un programa de tal magnitud económica. Una vez más, la prolijidad dedicada al análisis teórico de las funciones de producción, la formación de los precios, la elasticidad de la demanda y otras cuestiones macroeconómicas encubren la renuncia del PHN a abordar cuál va a ser el papel de los sectores público y privado en la financiación, cuál va a ser el % de inversión amortizada por los usuarios y cómo se identifican éstos, etc.

El PHN justifica la rentabilidad económica del trasvase suponiendo un precio final del agua trasvasada poco sensible a las variaciones de los precios de la energía (concluye que un aumento del 30% de este coste sólo elevaría el precio final del agua en un 6%) y con unos costes energéticos menores a los reales. En este sentido, el PHN utiliza el artificio de considerar que el Kwh vendido procedente de las turbinaciones en los canales del trasvase será más caro que el Kwh comprado para realizar los bombeos necesarios. 

El artificio consiste en que los gastos de energía eléctrica para bombeos son tarifados a precios de gran consumidor (tarifas reducidas que el PHN sitúa entre las 8-9 pts netas Kwh), mientras que las recuperaciones de energía se realizan gradualmente, con caudales y saltos que de potencia inferior a los 10 Mw. Dado que la legislación vigente define como estos saltos como minicentrales y obliga en la actualidad a comprar la producción a un precio favorable, en torno a 13 pts Kwh, se llega al absurdo de considerar un ingreso neto la parte de la energía que se consume en los bombeos. De esta forma, aparece camuflado lo que no es sino un mecanismo de subvención financiera en la elaboración de los costes reales. 

Lo lógico sería que el precio del Kwh vendido, a lo sumo debería igualar el precio de compra, de forma que, los 4.200 millones de ptas. asignados a la producción anual de energía deberían reducirse por un factor 8/13= 0.61, es decir, 2.580 millones. El balance económico del consumo-producción de energía será entonces 12.736 millones de ptas., lo que equivale a un aumento, por este simple hecho contable de un 15% de los costes energéticos, 

El PHN considera de 50 años el período de amortización de obras menores como balsas, instalaciones de bombeo, turbinación, etc.; obras que suponen el 25 % del presupuesto y cuyo período de amortización considerado normalmente es de 25 años. El coste del m3 trasvasado que se calcula es sensible al periodo de amortización en el tramo 25-50 años, pasando de 53 pts/ m3 (50 años) a 63 ptas./ m3 (25 años). Tal diferencia es muy significativa puesto que a 53 ptas./ m3 esta en el límite de la posible rentabilidad agrícola que el propio PHN formula. A ello hay que añadir el efecto de las desviaciones en los costes de construcción y en los costes energéticos, sobre todo porque las alturas de elevación en los bombeos pueden encontrarse infravaloradas en el PHN.

Se afirma que la distribución de costes será asimétrica, de manera que se dará una financiación cruzada de los usos urbanos y agrícolas, lo que parece ser contrario a los criterios de “full cost recovery” de la directiva marco de la CE. Además no se contemplan los costes asociados a la distribución de los recursos trasvasados desde los puntos de entrega del agua conducida hasta las zonas usuarias directamente.

Por otro lado, no se valoran convenientemente los costes de compensación, a los que se dedican apenas media página, alegando que “su valoración económica resulta muy compleja” con lo que se limita a una propuesta de 5 pts/m3 carente de fundamento económico. Tampoco se incluye la evaluación de los costes de usos futuros a los que se renuncia, ni los medioambientales  (las nuevas obras de regulación necesarias en el Pirineo se excluyen del análisis de costes). Se incluye sin embargo una compensación de 1 pta/m3 en concepto de “otras afecciones” y costes sociales, que en ningún punto se explica a qué hacen referencia. Asimismo, en la valoración de los beneficios agrícolas del trasvase se supone que la mayor disponibilidad de agua aumenta la producción, sin que  por ello se alteren los valores de mercado de dichos productos, lo cual es muy discutible.

Finalmente, el PHN no especifica si los recursos trasvasados van a ser puestos a disposición de las administraciones hidráulicas o de promotores privados ni tampoco otras cuestiones relativas a la financiación y gestión de los trasvases y que se especifican en el punto anterior.

Como dato anecdótico, resaltar que una de las pocas fórmulas de cálculo que aparecen en todo el volumen de Análisis Económicos (para evaluar el consumo de energía, capítulo 3.2.2.1 pp,71) está equivocada al confundir los términos de una turbinación de producción de energía con los de una bomba de elevación.

